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RV: Apoderado Rama Judicial remite contestación dda ADRIANA PARRA CASTAÑO.
Rad: 061.2021-00146.-00

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 04/11/2021 18:10
Para:  Juzgado 61 Administrativo Circuito - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin61bta@notificacionesrj.gov.co>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: Jesus Gerardo Daza Timana <jdazat@deaj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: jueves, 4 de noviembre de 2021 9:31 a. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: Diana Carolina Ramírez Molano <dramirem@deaj.ramajudicial.gov.co>; procjudadm187@procuraduria.gov.co
<procjudadm187@procuraduria.gov.co>; juriconsultar@hotmail.com <juriconsultar@hotmail.com>; ANDRES
MAURICIO CARO BELLO <jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co>; Jesus Gerardo Daza Timana
<jdazat@deaj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: Apoderado Rama Judicial remite contestación dda ADRIANA PARRA CASTAÑO. Rad: 061.2021-00146.-00
 
Bogotá, D.C, miércoles, 3 de noviembre de 2021. 
 
 
Doctora 
EDITH ALARCON BERNAL 
Juez Sesenta y Una (61) Administrativo de Bogotá – Oralidad  
Sección Tercera 
E.S.D. 
 
 
Radicación:        11001-33-43-061-2021-00146-00. 
Medio Control:    Reparación Directa. 
Demandante:      Adriana Parra Castaño y Otros  
Demandados:     Nación - Rama Judicial Y Otros.  

En mi condición de apoderado de la Nación Rama Judicial en el proceso de la referencia, con
todo respeto remito: contestación de demanda, poder y anexos.
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De la Señora Juez,

Jesús Gerardo Daza Timaná
CC No. 10'539.319 de Popayán
TP No. 43. 870 del CSJ
Cel: 320-4685184.

 

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le
corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.
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DEAJALO21-8417 
Bogotá, D.C, miércoles, 3 de noviembre de 2021. 
 

 
Doctora 
EDITH ALARCON BERNAL 
Juez Sesenta y Una (61) Administrativo de Bogotá – Oralidad  
Sección Tercera 
E.S.D. 
 
 
Radicación:        11001-33-43-061-2021-00146-00. 
Medio Control:    Reparación Directa. 
Demandante:      Adriana Parra Castaño y Otros  
Demandados:     Nación - Rama Judicial Y Otros.  
 

JESÚS GERARDO DAZA TIMANÁ, identificado con la cédula de ciudadanía 
No.10’539.319 de Popayán, titular de la tarjeta Profesional No.43.870 del Consejo 
Superior de la Judicatura, actuando como apoderado de la Nación - Rama Judicial – 
Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial en 
el proceso de la referencia, según poder que adjunto, estando dentro del término legal, 
procedo a contestar la demanda, en los siguientes términos: 

1.-   A LAS PRETENSIONES  

Me opongo a todas las declaraciones y condenas que sean contrarias a la Entidad que 
represento toda vez que, no existe razón de hecho o derecho sobre la cual el Estado 
deba resarcir daño alguno por la privación injusta de la libertad que se reclama, porque 
carece de fundamentos jurídicos tal como se demuestra a continuación. 

2.- LOS ANTECEDENTES 
 
Los hechos de la presente demanda son parcialmente ciertos por constituir los 
antecedentes del proceso penal radicado No. 15557-26-10-398-2009-81453-00, 
adelantado contra ADRIANA PARRA CASTAÑO por el delito de extorsión agravada. 
La Rama Judicial no esta de acuerdo con los hechos relacionados con la privación 
injusta y los perjuicios reclamados, cuyos hechos más relevantes se resumen en los 
siguientes términos: 
 
El señor José Libardo Bohórquez Castiblanco Psicólogo del I.C.B.F de Puerto Boyacá, 
el 13 de octubre de 2009, instauró denuncia ante la SIJIN por unas llamadas extorsivas 
realizadas por la señora Adriana Parra Castaño desde su celular exigiéndole dinero a 
cambio de no denunciarlo por presuntos abusos sexuales ejercidos sobre su hija 
I.J.A.P, cuando prestó sus servicios al ICBF como Psicólogo en septiembre de 2008 .  
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Con base en la anterior denuncia la Fiscalía de Puerto Boyacá inició la indagación bajo el 

radicado No. 15557-26-10-398-2009-81453-00, contra la señora Adriana Parra 
Castaño.   
 
El 28 de octubre de 2012, ante el Juzgado Primero Promiscuo Municipal con Función de 

Control de Garantías de Puerto Boyacá se legalizó captura, la Fiscalía le formuló 
imputación por el punible de extorsion agravada y se solicitó e impuso media de 
aseguramiento de carácter intramural. Para sustentar su pretensión de medida cautelar, 
la Fiscalía presentó como elementos materiales de prueba las entrevistas a Carmen 
Danith Quintero Núñez y María Idalí Grueso Cuero, quienes corroboraron lo denunciado 
por el señor Bohórquez respecto de las llamas extorsivas realizadas por la aquí 
demandante.  

 

Una vez se adelantaron las etapas procesales y culminó la practica probatoria, el día 14 
de diciembre de 2016 el Juzgado 2 Promiscuo Municipal de Conocimiento de Puerto 
Boyacá profirió fallo condenatorio en contra de la señora Adriana Parra Castaño. El a quo 
dio credibilidad a lo narrado por los testigos de cargo. Esta decisión fue apelada. 

 
La Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales el 16 de julio de 2019 
revocó la decisión condenatoria y absolvió por duda en aplicación del principio in dubio 
pro reo a favor de la aquí demandante.  

 
La Sala concluyó: “Como colofón de lo anterior, la conclusión lógica y razonable es que 
las falencias aludidas por la censora respecto a las dubitaciones de los testigos de cargo 
encuentran amparo en la actuación, esa prueba testimonial no se puede catalogar como 
sólida y concreta, abre espacios para tejer hipótesis, pero sin una conclusión nítida. 

 
En ese contexto, se revocará la sentencia de primer grado y, en su defecto, 

manteniéndose irrefragable la presunción de inocencia y su especie en el in dubio pro reo, 
se proferirá sentencia absolutoria.”   

 
Por estos hechos considera la parte actora que el aquí demandante permaneció 
privada de la libertad entre el 28 de octubre de 2012 al 16 de julio de 2019, es decir por, 

6 años, 8 meses y 26 días, por lo que considera se le causó un daño antijurídico, dando 
lugar a perjuicios materiales y morales, que estima en $600’115.600.oo.  
 

3.- RAZONES DE LA DEFENSA  
 

Normatividad aplicable 
 
La parte actora pretende que se declare que la NACIÓN - RAMA JUDICIAL y FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN, son responsables administrativamente por los daños y perjuicios 
que reclama, alegando como título jurídico de imputación de responsabilidad patrimonial la 
“supuesta” privación injusta de la libertad de la que fue objeto.  

 
 Por ello se hace imperioso citar las normas relativas a la responsabilidad del Estado y, en 

particular, las normas de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia que consagran dicho 
título de imputación de responsabilidad, analizarlas frente a las consideraciones que respecto 
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a este título de imputación ha hecho la jurisprudencia y examinar si la entidad debe responder 
por los hechos alegados por los convocantes. 

 
El artículo 90 de la Constitución Política establece que el Estado “responderá 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción 
o la omisión de las autoridades públicas”. Esta es la cláusula general de responsabilidad 
estatal, cuya estructuración se determina a partir del cumplimiento de dos (2) requisitos:  

 
 1. Existencia de un daño antijurídico. 
 2. Que éste sea imputable a la acción u omisión de una autoridad pública. 
 

La noción de daño antijurídico, fue definida por el Consejo de Estado, como aquella lesión 
patrimonial o extrapatrimonial de un bien o interés jurídico tutelado, causada en forma lícita o 
ilícita, que el perjudicado no está en el deber jurídico de soportar. 
 

 Por su parte, la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia - Ley 270 de 1996-reguló la 
responsabilidad de los funcionarios y empleados judiciales, por las acciones u omisiones que 
causen daños antijurídicos, a cuyo efecto determinó tres títulos de imputación:  

 
➢ Error jurisdiccional (Art. 67) 
➢ Privación injusta de la libertad (Art. 68). 
➢ Defectuoso funcionamiento de la administración de justicia (Art. 69) 

 
El artículo 68 de la Ley 270 de 1996 regula el título de imputación de la privación injusta de 
la libertad, así:  

 
“ARTÍCULO 68. PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD. Quien haya sido privado 
injustamente de la libertad podrá demandar al Estado reparación de perjuicios.” 
 

Así las cosas, de conformidad con el pronunciamiento de constitucionalidad del artículo 68 de 
la Ley 270, la privación de la libertad SOLO DEVIENE INJUSTA cuando ha sido consecuencia 
de una actuación o decisión arbitraria, injustificada e irrazonable que transgreda los 
procedimientos establecidos por el legislador, es decir, sólo en esos eventos el daño se 
torna antijurídico, por manera que no puede calificarse como tal, la restricción de la libertad 
que se acompase con los presupuestos legales que la regulan. De este pronunciamiento se 
desprende que el análisis que debe realizarse para efectos de establecer la responsabilidad 
extracontractual del Estado por privación injusta de la libertad, se orientará bajo los estándares 
del régimen subjetivo o de falla del servicio. 

 
Fuerza Vinculante de la Jurisprudencia de la Corte Constitucional para las 
Autoridades Administrativas en el ejercicio de sus competencias sentencia C - 
634 de 2011: 
 
“JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN EJERCICIO DE 
CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD-Acatamiento estricto 
  
El estándar aplicable cuando se trata del acatamiento de las decisiones proferidas por 
la Corte Constitucional, resulta más estricto.  En efecto, el artículo 243 C.P. confiere a 
las sentencias que adopta este Tribunal en ejercicio del control de 
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constitucionalidad  efectos erga omnes, hacen tránsito a cosa juzgada constitucional 
e implican la prohibición para todas las autoridades de reproducir el contenido material 
del acto jurídico declarado inexequible por razones de fondo, mientras subsistan las 
normas superiores que sirvieron de parámetro para el control. En otras palabras, los 
argumentos que conforman la razón de la decisión de los fallos de control de 
constitucionalidad son fuente formal de derecho, con carácter vinculante ordenado por 
la misma Constitución. 
  

JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN EJERCICIO DE 
CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD-Carácter vinculante para las 
autoridades judiciales y administrativas 
  

En lo relativo a los fallos en los que la Corte ejerce el control concreto de 
constitucionalidad, también se reconoce su carácter vinculante para las autoridades 
judiciales y administrativas.  Esto en el entendido que dichas decisiones, aunque son 
adoptadas frente a un asunto particular, no tienen efectos simplemente inter partes, 
puesto que en dichos fallos la Corte determina el contenido y alcance de los derechos 
constitucionales.  Así, como se ha explicado en esta sentencia, si se parte de la base 
que (i) las reglas de derecho solo logran su armonización concreta luego de su 
interpretación; y (ii) la hermenéutica adelantada por las autoridades judiciales 
investidas de las facultad de unificar jurisprudencia, tiene carácter vinculante; entonces 
las razones de la decisión de los fallos proferidos en ejercicio del control concreto son 
un parámetro obligatorio para la aplicación, por parte de las autoridades, de las normas 
constitucionales en los casos sometidos a su escrutinio. Lo anterior trae como 
consecuencia necesaria que el grado de vinculatoriedad que tiene el precedente 
constitucional para las autoridades administrativas, tenga un grado de incidencia 
superior al que se predica de otras reglas jurisprudenciales.  Ello debido, no la 
determinación de niveles diferenciados entre los altos tribunales de origen, sino en 
razón de la jerarquía del sistema de fuentes y la vigencia del principio de supremacía 
constitucional.  En otras palabras, en tanto la Carta Política prevé una regla de 
prelación en la aplicación del derecho, que ordena privilegiar a las normas 
constitucionales frente a otras reglas jurídicas (Art. 4 C.P.) y,  a su vez, se confía a la 
Corte la guarda de esa supremacía, lo que la convierte en el intérprete autorizado de 
las mismas (Art. 241 C.P.); entonces las reglas fijadas en las decisiones que ejercen 
el control constitucional abstracto y concreto, son prevalentes en el ejercicio de las 
competencias adscritas a las autoridades administrativas y judiciales. Por supuesto, 
en este último caso reconociéndose las posibilidades legítimas de separación del 
precedente que, se insiste, están reservadas a los jueces, sin que puedan predicarse 
de los funcionarios de la administración. 

  
FUERZA VINCULANTE DE LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE 
CONSTITUCIONAL PARA LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS EN EL 
EJERCICIO DE SUS COMPETENCIAS-Omisión legislativa relativa 
  

Corresponde a las autoridades administrativas, en la toma de decisiones de su 
competencia, realizar un proceso de armonización concreta análogo al que se efectúa 
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en sede judicial, el cual identifique y aplique los diversos materiales jurídicos 
relevantes al caso, fundado en una práctica jurídica compatible con la jerarquía del 
sistema de fuentes, el cual privilegia la vigencia de las normas constitucionales.  Se 
observa, según lo expuesto, que no concurre una razón suficiente para que el 
legislador haya omitido el carácter vinculante de la jurisprudencia constitucional en el 
caso analizado, comprobándose con ello la tercera condición de las omisiones 
legislativas relativas.  Por lo tanto, se está ante una distinción injustificada, la cual se 
funda en el desconocimiento del papel que cumple dicha jurisprudencia en el sistema 
de fuentes que prescribe la Carta Política” 
 

La Sentencia SU - 072 de 2018. 

Al respecto es necesario tener en cuenta que bajo los parámetros fijados por la Corte 

Constitucional en la Sentencia SU-072 del 5 de julio de 2018, la cual se encuentra 

directamente relacionada  con la Sentencia C-037 de 1996, no es posible hablar de 

una responsabilidad objetiva contra Entidades como la aquí demandada, por el solo 

hecho que el sindicado resulte absuelto  o se le precluya la investigación. Es claro en 

estos institutos jurídicos, per se, no hacen injusticia la captura o la medida de 

aseguramiento de una persona, puesto que en la actualidad se requiere un esfuerzo 

probatorio y argumentativo mucho mayor, dado que la parte actora le concierne 

demostrar que la orden impuesta no se avino a los parámetros normativos 

establecidos con tal fin. 

Por lo anterior, la labor del operador judicial en materia de responsabilidad patrimonial 

de la Administración, a raíz de la sentencia de unificación antes relacionada. No se 

puede limitar a verificar si la persona privada de la libertad fue absuelta en el proceso 

penal o su investigación culminó con preclusión, pues está visto que esa circunstancia 

no hace injusta la privación de la libertad soportada en la captura del indiciado o en la 

imposición de la medida de aseguramiento al sindicado.  

La sentencia C- 037 de 1996 

La Corte Constitucional en la Sentencia C - 037 de 1996, en la que se determinó, lo 
que realmente constituye el DAÑO ANTIJURIDICO, al declarar la exequibilidad 
condicionada del artículo 68 de la Ley 70 de 1996, bajo el entendido de que el término 
“INJUSTAMENTE” para efectos de solicitar la declaratoria de responsabilidad del 
Estado por privación injusta de la libertad, se refiere a una actuación abiertamente 
desproporcionada y violatoria de procedimientos legales, de tal forma que se entienda 
que la privación de la libertad no resultó apropiada, ni acorde con el ordenamiento 
jurídico, claramente arbitraria (ratio decidendi). 

En este orden de ideas, corresponde a la parte actora como carga procesal, acreditar 
que las decisiones que adopto el Juez de Garantías, fueron arbitrarias, caprichosas 
y/o adoptadas por fuera de los procedimientos legales, evento que no ha ocurrido en 
el presente caso, pues ello no se encuentra acreditado.    

El caso concreto 
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De la antijuridicidad del daño 
 

La detención preventiva, que implica la privación de la libertad de una persona en 
forma temporal con los indicados fines, previo el cumplimiento de los requisitos 
contemplados en el artículo 28 de la Constitución Política, no quebranta en sí misma 
la presunción de inocencia, dado su carácter precario que no permite confundirla con 
la pena, pues la adopción de tal medida no comporta definición alguna acerca de la 
responsabilidad penal del sindicado y menos todavía sobre su condena o absolución.  

La persona detenida sigue gozando de la presunción de inocencia pero permanece a 
disposición de la administración de justicia en cuanto existen razones, previamente 
contempladas por la ley, para mantenerla privada de su libertad mientras se adelante 
el proceso, siendo claro que precisamente la circunstancia de hallarse éste en curso 
acredita que el juez competente todavía no ha llegado a concluir si existe 
responsabilidad penal”1 

Lo anterior por cuanto con base en lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 37 del 
Código Penal, “la detención preventiva no se reputa como pena”, por cuanto las 
medidas preventivas y las privativas de la libertad son de carácter cautelar, mas no 
punitivo y no riñen, de manera alguna, con la presunción de inocencia  

El Decreto Ley 2700 de 1991 y la Ley 600 de 2000, para imponer una medida de 
aseguramiento exigen acreditar la existencia de indicios, en cambio la Ley 906 de 
2004, deja a la autonomía judicial del Operador Judicial, realizar una inferencia 
razonable de los ELEMENTOS MATERIALES PROBATORIOS Y DE LOS ACTOS DE 
INVESTIGACIÓN, aportados por la Fiscalía.   

En el presente caso el Juez de Garantías impuso medida de aseguramiento intramural 
teniendo en cuenta el cumplimiento de los requisitos legales para ello, entre otros, el objetivo, 
el punible imputado de extorsión agravada tiene una pena superior a 4 años, además existió 
una denuncia contra persona determinada, el informe de captura, el informe de investigación 
de campo y dos versiones que dieron cuenta de las llamadas extorsivas. 
 
En este contexto, en el presente caso, es claro, de un lado, que las decisiones del Juez de 
Control de Garantías se sujetaron a lo previsto en el artículo 28 de la Constitución Política y 
en los artículos 306, 308, 310, 311 y 313 de la Ley 906 de 2004, pues estuvieron fundadas en 
criterios de RAZONABILIDAD, PROPORCIONALIDAD y PONDERACIÓN, producto de los 
cuales se arribó a una inferencia razonable, soportada además en los elementos materiales 
probatorios que le fueron presentados por parte de la FISCALÍA, al momento de las audiencias 
de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de 
aseguramiento, los cuales daban cuenta de la posible participación de la aquí demandante 
frente  al delito de estafa, por lo que el acto jurisdiccional restrictivo preventivamente de la 
libertad del hoy demandante fue en un todo legal y proporcional, consecuencia de la inferencia 
razonable, con lo que la decisión se reputa legítima y legal. 
 

 
1 Al respecto, también se puede consultar, entre otras, la sentencia C-774 de 2001.  
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De la revisión del proceso penal se observa que la defensa del aquí demandante, en 
el término de ejecutoria del auto que decretó la legalidad de la medida de 
aseguramiento, siendo la oportunidad para debatirla, no interpuso recurso alguno, por 
lo que se presume, estuvo de acuerdo con ella.   
 
Siendo así las cosas, la medida de aseguramiento impuesta se encuentra ajustada a 
la constitución y la ley, es decir, fue proferida en derecho y efectivamente procedía la 
medida de aseguramiento privativa de la libertad en establecimiento carcelario, atendiendo los 
lineamientos señalados en el numeral segundo del artículo 313 C.P.P.: “en los delitos 
investigables de oficio, cuando el mínimo de la pena prevista por la ley sea o exceda de cuatro 
(4) años”, de manera que no se advierte irrazonable la medida adoptada, recordándose que 
para la imposición de la misma el Juez de Garantías no actúa de oficio, esa es una facultad 
exclusiva del Fiscal que se encuentra señalada en el artículo 306 ibídem que dispone: “El 
fiscal solicitará al juez de control de garantías imponer medida de aseguramiento, 
indicando la persona, el delito, los elementos de conocimiento necesarios para 
sustentar la medida y su urgencia, los cuales se evaluarán en audiencia permitiendo a 
la defensa controvertir lo pertinente”.  

 
Las sentencia cuestionada 
 
Como quiera que la parte actora cuestiona la decisión de condena de primera 
instancia, es necesario realizar un análisis relacionado con el erro judicial, respecto a 
dicha decisión. 
 
Sobre el denominado error judicial, la jurisprudencia de la Sala ha dicho que, para 
que se abra paso la declaratoria de responsabilidad en virtud de tal supuesto, debe 
verificarse: i) la existencia de una decisión judicial en firme, proferida por funcionario 
competente, que resulte contraria a la realidad procesal (error fáctico) o al 
ordenamiento jurídico (error normativo) y ii) que cause un daño antijurídico a los 
administrados, daño que debe ser resarcido2.  

También se ha precisado que no resulta necesario demostrar un error grosero, de 
bulto o abiertamente contrario a derecho de la providencia, como tampoco la 
evaluación de la culpa respecto de la conducta del funcionario judicial que la profirió, 
pues esos aspectos vienen a ser relevantes únicamente en cuanto hace a la 
declaratoria de responsabilidad del agente estatal3.   
  

Además, ha dicho esta Corporación que, sin desconocer la autonomía e 
independencia que rige esta actividad, el error judicial se configura únicamente en los 
casos en los cuales las providencias que se consideren como causantes del daño no 
tengan justificación fáctica o jurídica, al carecer de razonamientos válidos, aceptables 
y coherentes. Sobre este particular, en sentencia del 2 de mayo de 2007, se señaló:  

  

 
2 Consejo de Estado, sentencia del 14 de agosto de 2008, expediente 16.594.  
3 Ibídem.   
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“... toda vez que uno de los límites del razonamiento jurídico es la inaplicabilidad 
del principio de unidad de respuesta correcta como un imperativo a observar en 
todos los casos, debe admitirse que cuando el decidor judicial se enfrenta a 
problemas jurídicos que no pueden ser resueltos mediante el sólo recurso a la 
lógica deductiva -razonamiento silogístico-, diversos operadores jurídicos pueden 
llegar a soluciones disímiles, sí, pero igualmente razonables en tanto 
correctamente justificadas. Ello imposibilita predicar, en estos casos, la existencia 
de error jurisdiccional -de hecho, la dificultad estribaría en identificar la (única) 
alternativa acertada o jurídicamente admisible y poder distinguirla de las demás- 
pues, de no ser así, por vía de ejemplo, los simples cambios de posición jurídica 
por parte de la jurisprudencia de los Altos Tribunales -entendiendo que las 
correspondientes mutaciones obedecen a criterios coherente, suficiente y 
razonablemente justificados-, (sic) darían lugar a que se declarara la 
responsabilidad patrimonial del Estado.    
  

“Por tanto, sólo las decisiones judiciales que -sin necesidad de que constituyan 
una vía de hecho, que determinaría la procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales- resulten contrarias a Derecho por carecer de una 
justificación coherente, razonable, jurídicamente atendible, que las provea de 
aceptabilidad, pueden ser válidamente catalogadas como incursas en error 
jurisdiccional”4 (se resalta).  

 
Para el Tribunal queda duda sobre las verdaderas intenciones de las llamadas de la aquí 

demandante Adriana Parra Castaño realizó al señor José Libardo Bohórquez Castiblanco  

sin embargo, es claro que inicialmente el señor José Libardo Bohórquez Castiblanco  
incurrió en una conducta punible contra su hija menor, que la señora Parra Castaño  aprovechó 
para extorsionarlo a cambio de su silencio por lo sucedido con su hija, lo que configura un 
indicio de lo denunciado. 

 
La sentencia de primera instancia 
 
El juzgado 2 Promiscuo Municipal de Puerto Boyacá el 14 de diciembre de 2016 profirió 
sentencia de primera instancia condenado a la aquí demandante, sustituyendo la prisión 
intramural por domiciliaria, con base en los testigos directos: Dra. Carmen Danit Quintero 
Nuñez, María Idalí Grueso Cuervo y de su propia hija, ya mayor de edad en la audiencia de 
juicio, cuyos aspectos más relevantes destaco:  
 

“Para la decisión, el a quo se fundamentó en la prueba practicada con eficaz poder 
suasorio, logrando describir las circunstancias de tiempo, modo u lugar en que 
ocurrieron los hechos referidos a la extorsión tentada, pues los testimonios de 
cargo de la Dra. Carmen Danit Quintero Nuñez, María Idalí Grueso Cuervo, son 
testigos directos que dan cuente de que la señora Adriana Parra Castaño le 
realizaba llamadas al señor José Libardo Bohorquez Castiblanco para exigirle 
dinero a cambio de no denunciarlo por los tocamientos que éste le había 

 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 2 de mayo de 2007, 
expediente 15.576.  
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practicado a su menor hija en las mismas instalaciones del ICBF, en el año 2008 
cuando valoraba a la niña I.J.AP.  
 
Para el primer nivel si bien puede existir una prueba que da cuenta de la 
materialización de un injusto penal por parte del señor Bohórquez Castiblanco, 
con respecto a un bien jurídico de la libertad, integridad y formación sexuales de 
la menor IJAP, ello nada tiene que ver con con la conducta frente al delito de 
extorsión que se investigó y por el cual se juzgó a la señora Adriana Parra 
Castaño, quine pese a que conocía de la actividad del señor José Libardo y que 
con posterioridad fue responsabilizado, utilizó esto como una excusa para lograr 
un incremento patrimonial de manera ilícita, exigiendo un dinero a cambio de su 
silencio y de no denunciarlo y si bien al parecer existió un primer soborno por parte 
del señor Jose Libardo para tratar de cubrir dicha situación, ello también fue 
utilizado por la acá procesada para hacer esa exigencia dineral a través de 
llamadas telefónicas y como lo acepto de viva voz la hija de aquella en el juicio ya 
como persona mayor de edad, pero menor para la época de los hechos. 
 
En síntesis, consideró el a quo, que se acreditó la ocurrencia de los compendios 
del delito, dado que los elementos materiales de la prueba  allegados por la 
Fiscalía , dan fe de la existencia de la conducta punible, así como de la 
responsabilidad de la procesada, eliminado cualquier  duda sobre ello, como lo 
prevé el artículo 381 del Código de Procedimiento Penal, permitiendo proferir fallo 
condenatorio  por el delito de extorsión en la modalidad de tentativa, en contra de 
la señora Adriana Parra Castaño”.  
 

La sentencia de segunda instancia 
 
La Sala Penal del Distrito Judicial de Manizales mediante sentencia del 16 de julio de 2019, el 
cual revocó la sentencia de condena y absolvió a la aquí demandante por duda, en aplicación 
del principio in dubio pro reo. 
 
La Sala Penal del Tribunal al resolver la apelación respecto a los dos testimonios que sirvieron 
de base para proferir la sentencia condenatoria considera que son de oídas y no directos, por 
que el conocimiento de los hechos fe a través del ofendido, pero que en forma directa no se 
escucharon esas llamadas extorsivas que le hacia la acusada, situación que genera dudas de 
lo realmente acontecido, máxime cuando se carece de la declaración del directo afectado, 

debido a su ausencia en el proceso. El señor José Libardo Bohórquez Castiblanco no 
compareció a la audiencia de juicio por cuanto su denuncia el Tribunal la consideró, 
inexistente.  
 
Lo anterior permitió concluir al Tribunal que existieron muchos vacíos en las dos testigos de 
la Fiscalía a través de las profesionales: Dra. Carmen Danit Quintero Nuñez, María Idalí 
Grueso Cuervo, al no probarse el monto exigido, no se precisó si escucharon directamente la 
exigencia económica. Lo que tornó el balance probatorio en bastante confuso. 
 
No obstante lo anterior, según versión de la menor, si hubo una entrega de dinero, así no se 
precise si a solicitud de la mamá o de la hija quien para su edad, al parecer no tenía mayor 
comprensión de lo que sucedía, pues era como una mensajera entre mamá y papá, pero, este 
se entregó, lo que materializó la conducta punible.  
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Del análisis de las dos providencias se concluye: 
 

El Consejo de Estado ha sostenido que el análisis de los proveídos a los cuales se 
endilgue un error jurisdiccional no puede convertirse en una instancia adicional del 
proceso, de manera que el juez contencioso debe limitarse, en estos casos, a la 
verificación de la existencia de motivación jurídica y probatoria que justifique 
adecuadamente la decisión, sin que haya lugar a pronunciamientos acerca de si 
comparte o no las motivaciones realizadas por el funcionario judicial, so pena de 
transgredir el principio de la cosa juzgada5.  
 

En este contexto, las pruebas allegadas al plenario dan cuenta que para que el 
Juzgado 2 Promiscuo Municipal de Puerto Boyacá, en virtud del principio de la 
autonomía judicial en la valoración probatoria que realizó según las reglas de la sana 
critica, era evidente la materialización de la conducta punible lo que conllevó a una 
sentencia de condena.  
 
La independencia, como su nombre lo indica, hace alusión a que los funcionarios 
encargados de administrar justicia no se vean sometidos a presiones o, como lo indica 
la norma bajo estudio, a insinuaciones, recomendaciones, exigencias, 
determinaciones o consejos por parte de otros órganos del poder, inclusive de la 
misma Rama Judicial, sin perjuicio del ejercicio legítimo por parte de otras autoridades 
judiciales de sus competencias constitucionales y legales. 
 
Como quiera que en este caso la decisión de primera instancia fue de carácter 
condenatorio, se ha reconocido por la jurisprudencia contencioso administrativa; para 
efectos de casos como el planteado por el demandante que en materia judicial no 
existe una única respuesta frente a un problema jurídico planteado, de allí que puede 
ocurrir que las decisiones de primera, segunda instancia y casación coincidan, sean 
diferentes e inclusive sean totalmente contrapuestas. Al respecto se ha destacado: 
 
“ … el denominado “PRINCIPIO DE UNIDAD DE RESPUESTA correcta o de unidad 
de solución justa” de los enunciados jurídicos es, apenas, una aspiración de los 
mismos, la cual podrá, en veces, ser alcanzada, mientras que, en otras ocasiones, no 
acontecerá así. De ello se desprende que, ante un mismo caso, es jurídicamente 
posible la existencia de varias soluciones razonables - en cuanto correctamente 
justificadas -  pero diferentes, incluso excluyentes o contradictorias. Tal consideración 
limita el ámbito dentro del cual puede estimarse que la decisión de un juez incurre en 
el multicitado error jurisdiccional, toda vez que la configuración de éste ha de tener en 
cuenta que en relación con un mismo punto de hecho, pueden darse varias 
interpretaciones o soluciones de Derecho, todas jurídicamente admisibles en cuanto 
correctamente justificadas. Entonces, sólo las decisiones carentes de este último 
elemento -una justificación o argumentación jurídicamente atendible - pueden 
considerarse incursas en error judicial.”6 

 
5 Ibídem.   
6 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección tercera. Sentencia del 2 de mayo de 2007, 
expediente: 15776 y 14 de agosto de 2008, expediente: 16594. 
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Debe advertirse bajo el caso objeto de estudio que la decisión emitida por el Juzgado 
2 Promiscuo Municipal de Puerto Boyacá goza de presunción de legalidad y acierto. 
Bajo las pruebas puestas en conocimiento del operador judicial era posible llegar a la 
decisión planteada, toda vez que, ante hechos tan trascendentales y con el acervo 
probatorio existente en el caso el Juez de conocimiento argumentó en debida forma 
su decisión de condena, sin que se evidencie que se dicha decisión sea caprichosa, 
arbitraria o proferida con dolo, además en momento alguno la Sala Penal del Tribunal 
la calificó como constitutiva de una VIA DE HEHO, lo que desvirtúa la 
ANTIJURIDICIDAD de la decisión. Aunado a que la absolución no se produjo por 
atipicidad de la conducta, sino por duda. La Sala de Casación penal de la Corte 
Suprema de Justicia en reiterada jurisprudencia ha afirmado que la aplicación del 
principio in dubio pro reo no se equipara con la inocencia del procesado, sino que 
simplemente no se llegó a un convencimiento más allá de toda duda, con base en las 
pruebas practicadas 
 
Recordemos que el derecho a la libertad, no es absoluto, las medidas a través de las 
cuales se puede restringir su ejercicio, son también de orden constitucional, de 
acuerdo con lo previsto por el artículo 28 de la Constitución Política, según el cual, las 
personas pueden ser detenidas o arrestadas como consecuencia de orden escrita de 
Juez competente, expedida con las formalidades legales y por motivo previamente 
señalado en la Ley, así las decisiones privativas de la libertad que fueron 
proferidas con observancia del marco normativo vigente no pueden reputarse 
como constitutivas de daño antijurídico a la luz de la Jurisprudencia, tanto 
Constitucional, como del Consejo de Estado.  
 
Como lo entendió esta última Corporación en su reciente sentencia de unificación, 
podría no ser admisible, ni justo con el Estado -el cual también reclama justicia para 
sí- que se le obligara a indemnizar a quien ha sido objeto de medida privativa de la 
libertad, cuando para la expedición de esta, se han satisfecho los requisitos de 
Ley, ni cuando a pesar de haber intentado desvirtuar la duda mediante la práctica 
de pruebas, no se ha podido obtener o lograr ese objetivo, es decir, cuando sobre 
el investigado persisten dudas acerca de su participación en el ilícito y, por lo tanto, 
también persisten respecto de lo justo o lo injusto de la privación de la libertad, caso 
en el cual, si el Juez verifica que se cumplieron los deberes y exigencias 
convencionales, constitucionales y legales que corresponden al Estado para 
privar provisionalmente de la libertad a una persona, mal puede imponer una 
condena en contra de este último. 
 
En este contexto, se insiste, de conformidad con el pronunciamientos de unificación de la 
Honorable Corte Constitucional, la privación de la libertad SÓLO DEVIENE INJUSTA cuando 
ha sido consecuencia de una actuación o decisión arbitraria, injustificada e irrazonable que 
transgreda los procedimientos establecidos por el legislador, es decir, sólo en esos eventos 
el daño se torna antijurídico, por manera que no puede calificarse como tal, la restricción de 
la libertad que se acompase con los presupuestos constitucionales y legales que la regulan. 
De allí que el análisis a adelantar para efectos de determinar la responsabilidad 
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extracontractual del Estado por privación injusta de la libertad, se deba orientar bajo los 
estándares del régimen subjetivo o de falla del servicio. 
 

De la aplicación del principio in dubio pro reo 
 
En este caso la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales mediante 
sentencia de segunda instancia del 16 de julio de 2019, en aplicación del principio in dubio pro 
reo emitió decisión absolutoria por duda, en aplicación del principio in dubio pro reo, más no 
porque se haya demostrado la inocencia plena del aquí demandante. En tal sentido debe 
tenerse en cuenta que, en sentencia de unificación de la Corte Constitucional, se realizaron 
una serie de precisiones sobre la responsabilidad del Estado cuando se constata en el proceso 
penal la aplicación de este principio. Al respecto en sentencia SU - 072 de 2018 manifestó: 
 

“Así las cosas, los otros dos eventos definidos por el Consejo de Estado como 
causas de responsabilidad estatal objetiva, el procesado no cometió la conducta y 
la aplicación del in dubio pro reo, exigen mayores esfuerzos investigativos y 
probatorios, pues a pesar de su objetividad, requiere del Fiscal o del juez mayores 
disquisiciones para definir si existen pruebas que permitan vincular al investigado 
con la conducta punible y presentarlo como el probable autor de la misma.  
  
La condena automática del Estado cuando se logra demostrar que el acusado no 
fue responsable de la conducta punible –antes, “no cometió el hecho”- o que su 
responsabilidad no quedó acreditada con el grado de convicción que exige la 
normativa penal, no satisface la necesidad de un ordenamiento armónico que 
además avance a la par de los desafíos normativos.  
 
(…) 
En un esquema acusatorio, que se basa en actos de investigación a cargo 
principalmente de la policía judicial, en el cual la contradicción y la valoración de 
la prueba , se materializan en el juicio oral, es desproporcionado exigirle al Fiscal 
y al juez con función de control de garantías que hagan valoraciones propias de 
otras fases procesales en aras de definir, en etapas tan tempranas y a partir de 
elementos con vocación probatoria que se mostraban uniformes, la imposibilidad 
de que el procesado hubiera ejecutado la conducta,  ya que, se reitera, quien tiene 
la competencia para decidir acerca de la contundencia demostrativa de aquellos 
elementos es un funcionario judicial que actúa en etapas posteriores a las 
previstas para definir asuntos como la libertad.   
 
Es incuestionable, entonces, que solo ante la contradicción en el juicio oral se 
puede evidenciar que los testimonios, las pericias y los demás tipos de prueba 
obtenidos por el Estado tenían fallas o admitían lecturas contrarias. 
 
(…) 
Es necesario reiterar que la única interpretación posible –en perspectiva judicial-- 
del artículo 68 de la Ley 270 de 1996 es que el mismo no establece un único título 
de atribución y que, en todo caso, le exige al juez contencioso administrativo definir 
si la decisión que privó de la libertad a un ciudadano se apartó de los criterios que 
gobiernan la imposición de medidas preventivas, sin que ello implique la exigencia 
ineludible y para todos los casos de valoraciones del dolo o la culpa del funcionario 
que expidió la providencia, pues, será en aplicación del principio iura novit curia, 
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aceptado por la propia jurisprudencia del Consejo de Estado, que se establezca 
cuál será el régimen que ilumine el proceso y, por ende, el deber demostrativo que 
le asiste al demandante”.  
 

De otra parte, la Sala de Casación penal de la Corte Suprema de Justicia en reiterada 
jurisprudencia ha afirmado que la aplicación del principio in dubio pro reo no se 
equipara con la inocencia del procesado, sino que simplemente no se llegó a un 
convencimiento más allá de toda duda, con base en las pruebas practicadas. Al respecto 
ha señalado el Alto Tribunal: 
 

““…Si la presunción de inocencia es un estado garantizado constitucional y 
legalmente a toda persona que se le inicie un proceso en nuestro territorio patrio, 
desprendiéndose la regla del in dubio pro reo en el sentido de que toda duda debe 
resolverse a favor del procesado, y que al aplicarse por los funcionarios judiciales 
conduce indefectiblemente a la declaratoria de NO RESPONSABILIDAD, bien a 
través de la preclusión de la investigación o de la sentencia absolutoria, de 
ninguna manera puede equiparársele con la declaratoria de INOCENCIA, 
habida cuenta que si la DUDA se entiende como carencia de CERTEZA, 
deviene como lógica reflexión en los casos en que se considere, no la 
aseveración de que se juzgó a un inocente, sino la IMPOSIBILIDAD 
PROBATORIA para que se dictara sentencia condenatoria…”7 

 
Bajo el anterior criterio, resulta evidente que los hechos del caso en concreto permiten 
establecer que no se puede atribuir responsabilidad por el simple hecho de que haya proferido 
una decisión de carácter absolutorio. En efecto la duda recayó sobre elementos objetivos 
del tipo, pero no se descartó la materialidad de la conducta desarrollada por la aquí 
demandante.  

El Hecho de un tercero 
 
En el presente caso la cusa determinante del daño que aquí se reclama lo constituye la 

denuncia instaurada el 13 de octubre de 2009, por el señor José Libardo Bohórquez 
Castiblanco contra la aquí demandante Adriana Parra Castaño, por una presunta extorsión 
de la que venía siendo objeto, sin embargo, abandonó el proceso, pues no compareció a la 
audiencia de juicio a corroborar sus afirmaciones, conducta que se equipar a haber desistido 
a dicha denuncia.   
 
Además, dicha denuncia estaba dirigida contra una persona determinada la señora Adriana 
Parra Castaño, la cual, según el resultado del proceso penal resultó infundada.  
 
El legislador sanciona drásticamente a quien realiza imputaciones sin fundamento contra 
persona determinada en el artículo 436 del C.P. 
 

Siendo así las cosas, nos encontramos frente a una falsa denuncia contra persona 
determinada, lo que constituye la causa determinante de daño que aquí se reclama, 
prohibida por la legislación penal, en el artículo 436 del Código Penal, el cual dispone:  
 

 
7 Corte suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Decisión del 15 de julio de 2003. Rad.: 17866. M. P. Dr.: 
Jorge Aníbal Gómez Gallego. Posición reiterada en decisión del 13 de junio de 2012. Rad.: 35331.  
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“Artículo 436. Falsa denuncia contra persona determinada. El que bajo 
juramento denuncie a una persona como autor o partícipe de una 
conducta típica que no ha cometido o en cuya comisión no ha tomado 
parte, incurrirá en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses y multa de dos punto sesenta y seis (2.66) a treinta 
(30) salarios mínimos legales mensuales vigentes”. 

 

En este contexto, a la aquí demandante le correspondía iniciar dentro del proceso penal el 
incidente de reparación de víctimas previsto en el artículo 101 de la Ley 906 de 2004.  

Es por lo anterior que por las manifestaciones mendaces hechas en la denuncia contra 
persona determinada y su no comparecencia y ratificación de la audiencia de juicio, 
configuran un desistimiento, configuran el eximente de responsabilidad denominado EL 
HECHO DE UN TERCERO. 

El hecho de un tercero ha sido definido por el Consejo de Estado, de la siguiente forma: 

 

“En relación con la causal de exoneración consistente en el hecho de un tercero, la 

jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que la misma se configura siempre y 

cuando se demuestre que la circunstancia extraña es completamente ajena al servicio 

y que este último no se encuentra vinculado en manera alguna con la actuación de 

aquél, de manera que se produce la ruptura del nexo causal; además, como ocurre 

tratándose de cualquier causa extraña, se ha sostenido que la misma debe revestir las 

características de imprevisibilidad e irresistibilidad, más allá de la consideración de 

acuerdo con la cual ha de tratarse de una conducta ajena a la de la entidad pública 

demandada. Adicionalmente, no puede perderse de vista que para que el hecho del 

tercero pueda ser admitido como eximente de responsabilidad no se precisa que sea 

culposo sino que constituya la causa exclusiva del daño8.” (Subrayas propias). 

 

La misma corporación, en reciente fallo, ha determinado los elementos que configuran 

su existencia como eximente de responsabilidad estatal, siendo estos, los siguientes: 

 

“Se destaca en particular, para los efectos de esta providencia, que el hecho del 

tercero será causa extraña que exonere de responsabilidad a la entidad demandada, 

cuando reúna los siguientes requisitos: (i) Que el hecho del tercero sea la causa 

exclusiva del daño, porque si tanto el tercero como la entidad estatal concurrieron en 

la producción del daño existiría solidaridad entre éstos frente al perjudicado, en los 

términos del artículo 2344 del Código Civil, lo cual le dará derecho a éste para reclamar 

de cualquiera de los responsables la totalidad de la indemnización, aunque quien 

pague se subrogará en los derechos del afectado para pretender del otro responsable 

la devolución de lo que proporcionalmente le corresponda pagar, en la medida de su 
 

8 Expediente 25000-23-26-000-1993-09409-01(16927). M.P.: Mauricio Fajardo Gómez. Sentencia del 25 de 

febrero de 2009. 
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intervención. (ii) Que el hecho del tercero sea completamente ajeno al servicio, en el 

entendido de que ese tercero sea externo a la entidad, es decir, no se encuentre dentro 

de su esfera jurídica y, además, que la actuación de ese tercero no se encuentre de 

ninguna manera vinculada con el servicio, porque si el hecho del tercero ha sido 

provocado por una actuación u omisión de la entidad demandada, dicha actuación 

será la verdadera causa del daño y, por ende, el hecho del tercero no será ajeno al 

demandado.  (iii) Que la actuación del tercero sea imprevisible e irresistible a la 

entidad; porque, de lo contrario, el daño le sería imputable a ésta a título de falla del 

servicio en el entendido de que la entidad teniendo el deber legal de hacerlo, no 

previno o resistió el suceso. Como lo advierte la doctrina “sólo cuando el 

acontecimiento sobrevenido ha constituido un obstáculo insuperable para la ejecución 

de la obligación, deja la inejecución de comprometer la responsabilidad del deudor”9. 

Bajo esta perspectiva, en el presente caso se configura una causa extraña que impide que el 
daño ANTIJURÍDICO sea imputable a la Rama Judicial.  

 

Deficiencia probatoria  
 
Como quiera que el Ente investigador, a la luz de lo dispuesto en los artículos 7 y 381, 
de la Ley 906 de 20014, se comprometió demostrar la responsabilidad del imputado 
más allá de toda duda, para imponer una sentencia de condena, 
 
Tratándose de casos como el presente, debe tenerse en cuenta que la Fiscalía 
General de la Nación es la titular de la acción penal (Art, 250 Constitución Política) y 
en consecuencia es esta institución a través de sus delegados quien tiene la faculta 
de investigar, recaudar elementos materiales probatorios e imputar y solicitar medida 
de aseguramiento ante los jueces de control de garantías. 
 
La formulación de imputación es definida por el legislador de la siguiente manera: “La 
formulación de imputación es el acto a través del cual la Fiscalía comunica a una 
persona su calidad de imputado, en audiencia que se lleva a cabo ante el juez de 
control de garantías.” 10 
 
Así mismo, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en reiterada y 
reciente jurisprudencia se ha encargado de identificar las características o 
consecuencias prácticas de esta figura en la Ley 906 de 2004, destacando entre otras 
que se trata de una potestad exclusiva de la Fiscalía, que no tiene control material por 
parte del Juez y que es relevante para la solicitud de medida de aseguramiento. En 
este orden de ideas ha mencionado esta Corporación al hacer estudio del artículo 308 
de la Ley 906 de 2004: 
 

 
9 Expediente 25000-23-26-000-1998-00668-01(19287). M.P.: Ruth Stella Correa Palacio. Sentencia del 18 de 
marzo de 2010. 
10 Ley 906 de 2004. Art. 286 



                                                              Consejo Superior de la Judicatura 

                                                          Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

 
 

Calle 72 No. 7 - 96   Conmutador – 3 127011  www.ramajudicial.gov.co 

    

“De esta norma se desprende lo siguiente: (i) mientras el “juicio de 
imputación” le está asignado al fiscal, sin posibilidades de 
control material por parte de los jueces, la determinación de la 
inferencia razonable sobre la autoría o participación del imputado 
frente al que se solicita la medida cautelar le corresponde al juez; (ii) 
a diferencia de la imputación, la solicitud de medida de 
aseguramiento implica la obligación de presentar y explicar las 
evidencias que sirven de soporte a la inferencia razonable de 
autoría o participación, sin perjuicio de lo atinente a los fines de 
la medida cautelar; (iii) la medida de aseguramiento se analiza a la 
luz de uno o varios delitos en particular, entre otras cosas porque, 
según el artículo 313 ídem, la prisión preventiva está reservada a 
unas determinadas conductas punibles; y (iv) por tanto, el estudio de 
esta temática solo puede realizarse a partir de una hipótesis de 
hechos jurídicamente relevantes debidamente estructurada.”11 

 
De lo anterior se colige que la formulación de imputación limita o determina el debate 
propio de la medida de aseguramiento y si bien es cierto corresponde al Juez de Control 
de Garantías imponer la medida de aseguramiento, esta decisión se encuentra 
supeditada a la solicitud de imputación cuya carga corresponde al Ente Acusador. En 
tal sentido, es responsabilidad de la Fiscalía realizar los actos de investigación idóneos 
para llevar al Juez a un grado de conocimiento, en inferencia razonable, sobre la 
responsabilidad de la procesada. 

No obstante, en el presente caso como ya se advirtió, el Ente Investigador no logró 
desvirtuar la presunción de inocencia, como lo precisa la sentencia absolutoria, por 
cuanto la absolución fue por duda, por cuanto la Fiscalía se había comprometido 
desde la formulación de la imputación a demostrar más allá de toda duda, la 
responsabilidad penal de la indiciada, por la deficiencia probatoria.   

Es por lo anterior que, cuando la Fiscalía incumple sus deberes probatorios, lo cual da 
lugar a que se deba absolver a la procesada no surge la responsabilidad del Estado 
respecto de la Nación - Rama Judicial, toda vez que, la privación de la libertad, tuvo 
origen en el caudal probatorio allegado inicialmente por el Ente investigador,  en los 
que, por las deficiencias allí consignadas, el proceso no contó con las pruebas 
suficientes para ser tenidos como plena prueba y soportar una decisión condenatoria 
contra la aquí demandante. 
 
Además, es pertinente resaltar que el proceso penal colombiano se caracteriza porque 
rige o se reconocido, entre otros, el principio de progresividad. Este ha sido 
reconocido y desarrollado por la Corte Suprema de Justicia en el sentido de que 
precisamente es responsabilidad de la Fiscalía verificar si para imputar (y 
consecuentemente solicitar una medida de aseguramiento) se encuentran los 

 
11 Corte Suprema de Justicia. Sala de casación Penal. Decisión del 5 de junio de 2019. Rad.: 51007 M. P. Dra.: 
Patricia Salazar Cuéllar  
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presupuestos exigidos por la Ley procesal penal. En tal sentido ha expresado la Sala 
Penal: 
 

“Afirmar que la acción penal es técnicamente un ius ut procedatur o 
derecho a que se proceda no es una mera formulación teórica, sino 
que en la práctica supone reconocer la existencia de 
determinados momentos en el iter procedimental donde se va 
depurando la acusación. Precisamente por esta razón la acción 
penal, a diferencia de la civil, se caracteriza por ese desarrollo 
progresivo y escalonado, donde a través de una serie de 
opciones y decisiones jurisdiccionales se efectúa el control de 
la consistencia y fundamentación de la acusación. 
 
En los diversos «escalones» del proceso penal la Fiscalía debe 
examinar previamente su fundabilidad. El primero de estos 
momentos o «escalones» viene constituido por el control 
jurisdiccional efectuado sobre los actos procesales de 
iniciación que determinan una imputación de parte. El grado de 
verosimilitud en que se funda este escalón es una simple 
posibilidad. Por ello el artículo 287 de la Ley 906 señala que la 
imputación se eleva cuando, de los elementos materiales 
probatorios, evidencia física o información legalmente obtenida, se 
infiere razonablemente que el imputado es autor o partícipe del delito 
que se investiga. La imputación formal no sólo es una exigencia que 
posibilite el derecho de defensa (art. 290 ibídem), sino que cumple 
la función garantista de evitar, en un primer estadio, las acusaciones 
infundadas.”12 (negrilla fuera de texto) 
 

Bajo el caso objeto de estudio, puede evidenciarse que la Fiscalía incurrió en una 
deficiencia probatoria que conllevó a la absolución del aquí demandante.  
 
El Ente acusador erradamente junto los hechos jurídicamente relevantes con los 
medios de prueba, impidiendo concretar o delinear correctamente el tema de la 
prueba.  
 
Con la decisión en cita, cabe señalar que la Fiscalía tenía el deber ineludible de 
demostrar en primer lugar la participación del aquí demandante en los hechos 
contenidos en la acusación, pero no tuvieron la virtud para soportar una sentencia de 
condena.  
 
Como la Fiscalía no ahondó en la investigación y surgieron dudas respecto a la 
responsabilidad, esta debió ser resuelta a favor del procesado, por lo que profirió 

 
12 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Decisión del 25 de abril de 2007. Rad.: 26309. M. P. Dr.: 
Yesid Ramírez Bastidas. Posición reiterada en: Corte Suprema de Justicia. Sala de casación Penal. Decisión del 
5 de junio de 2019. Rad.: 51007 M. P. Dra.: Patricia Salazar Cuéllar 
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sentencia absolutoria, en aplicación del principio in dubio pro reo, más no porque haya 
declarado la atipicidad de la conducta. 
 
Siendo así las cosas, las pruebas con la que la Fiscalía pretendió demostrar la 
conducta imputada por el punible de extorsión agravada, más allá de toda duda, 
resultó insuficiente para colmar el estándar probatorio exigido por el artículo 381 de la 
Ley 906 de 2004, para proferir una sentencia de condena.   
 
La Ley 906 de 2004 impone la carga a las partes de realizar este tipo de solicitudes. 
En tal sentido el artículo 357 consagra: 
 
“Durante la audiencia el juez dará la palabra a la fiscalía y luego a la defensa para que 
soliciten las pruebas que requieran para sustentar su pretensión. 
 
(…) 
Las partes pueden probar sus pretensiones a través d ellos medios lícitos que 
libremente decidan para que sean debidamente aducidos al proceso.”  
 
Conforme a lo anterior se colige que la Fiscalía siendo la parte legitimada para solicitar 
las pruebas que sustenten su petición de condena, debía hacerlo en debida forma. De 
manera que siendo del Ente Acusador la carga procesal de demostrar la 
responsabilidad penal con elementos materiales de prueba admisibles y con el poder 
suasorio suficiente.  
   
En conclusión, la Corte Constitucional sentencia de unificación 072 de 2018, además 
de exponer que la antijuridicidad del daño está determinada por una decisión 
restrictiva de la libertad abiertamente ilegal, desproporcionada, irracional, 
inapropiada o arbitraria, sin embargo en este caso, no hubo medida de 
aseguramiento por cuanto se sustituyó por la de internación en establecimiento 
psiquiátrico, precisó que bajo los derroteros del artículo 90 Constitucional y la 
sentencia C-037 de 1996, no puede aplicarse un régimen de responsabilidad riguroso 
e inmutable (objetivo) de manera general para los casos en que se alegue la privación 
injusta de la libertad, pues corresponde al juez de lo Contencioso Administrativo 
valorar el régimen de imputación aplicable de acuerdo a las particularidades del caso, 
considerando que el de falla del servicio (subjetivo) es el preponderante y general, y 
que el objetivo es excepcional y residual y solo aplica si el subjetivo resulta insuficiente 
para declarar la responsabilidad del Estado, pero, en todo caso, éste último debe 
aplicarse en casos en que la absolución se funde en el principio de in dubio pro 
reo o en la atipicidad subjetiva. 
 
En el presente caso, es claro que,  las decisiones del Juez de Control de Garantías se 
sujetaron a lo previsto en el artículo 28 de la Constitución Política y en los artículos 
306, 308, 310, 311 y 313 de la Ley 906 de 2004, estuvieron fundadas en criterios de 
RAZONABILIDAD, PROPORCIONALIDAD, PONDERACIÓN Y DERECHO 
INTERNACIONAL HUMANITARIO al permitir la internación en establecimiento 
psiquiátrico al aquí demandante dado su grave estado de salud mental, producto de 
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los cuales se arribó a una inferencia razonable, soportada además en los elementos 
materiales probatorios que le fueron presentados por parte de la Fiscalía, en especial 
de la denuncia, al momento de las audiencias de legalización de captura, formulación 
de imputación e imposición de medida de aseguramiento, los cuales daban cuenta de 
la posible participación del aquí demandante frente al delito de rebelión, por lo que el 
acto jurisdiccional restrictivo preventivamente de la libertad del hoy demandante fue en 
un todo legal y proporcional, consecuencia de la inferencia razonable, con lo que la 
decisión se reputa legítima y legal. 
 
De otra parte, la parte actora en el presente caso no ha demostrado que la sentencia 
condenatoria de primera instancia constituya una decisión caprichosa, arbitraria, con 
dolo y mucho menos fue calificada por la Sala Penal del Tribunal como constitutiva de 
una VÍA DE HECHO.  
 
Por el contrario, fue el desarrollo del principio de la autonomía judicial, debidamente 
motivada y soportada en jurisprudencia, con su respectivo análisis probatorio, del que 
discrepó el Tribunal.   
 
Razones por las que se considera que el daño que alega el extremo demandante 
no tiene la calidad de antijurídico, pues, tanto la decisión de privar preventivamente 
de la libertad al imputado, como la sentencia absolutoria confirmada en segunda 
instancia fueron consecuencia del agotamiento de los procedimientos y requisitos, 
tanto constitucionales, como legales, que la permiten y legitiman, en ejercicio del ius 
puniendi del Estado, y en procura de unos fines superiores en los que prevalece el 
interés general, por ende, se trató de un daño jurídicamente permitido. 
 

Finalmente, con base en lo dispuesto en la sentencia de la Corte Constitucional C - 
037 de 1996, en la que se determinó, lo que realmente constituye el DAÑO 
ANTIJURIDICO, al declarar la exequibilidad condicionada del artículo 68 de la Ley 70 
de 1996, bajo el entendido de que el término “INJUSTAMENTE” para efectos de 
solicitar la declaratoria de responsabilidad del Estado por privación injusta de la 
libertad, se refiere a una actuación abiertamente desproporcionada y violatoria de 
procedimientos legales, de tal forma que se entienda que la privación de la libertad no 
resultó apropiada, ni acorde con el ordenamiento jurídico, claramente arbitraria (ratio 
decidendi), razón por la cual, corresponde a la parte actora asumir la carga procesal 
de acreditar la ilegalidad de las decisiones, aspecto que en este caso no se encuentra 
acreditado, lo que desvirtúa la ANTIJURIDICIDAD deprecada.  

5.- PERJUICIOS RECLAMADOS.  

El demandante reclama perjuicios materiales y morales, sin embargo, con base en los 
argumentos de hecho y de derecho anteriormente expuestos, no hay lugar a su 
reconocimiento se tiene en cuenta que en la decisión cuestionada no se incurrió en una 
vía de hecho.  
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Reclama por concepto de lucro cesante la suma de $40’000.000, al laborar de manera 
independiente como Mecánica Dental, del que al parecer devengaba la suma de 
$1´200.000 mensuales, sin acreditarlo, por lo que no hay lugar a su reconocimiento. 

Por concepto de daño emergente, reclama la suma de $15’000.000 por los honorarios 
de la defensa, allegando un contrato de prestación de servicios, sin embargo, dicha 
prueba no cumple con las exigencia del Consejo de Estado en esta materia, cuando 
expresa: 
 

“En lo tocante a los perjuicios materiales en la modalidad de daño 
emergente, la Sala encuentra que estos se limitan a los gastos de defensa 
que tuvo que asumir la demandante en el proceso penal (…) [L]a Sala no 
tomará el valor que aparece en la certificación aportada por la parte 
demandante porque no se allegaron los soportes tributarios de los 
alegados pagos, tales como los comprobantes de retención en la fuente 
o las declaraciones de renta que den certera cuenta del ingreso de dicho 
capital al patrimonio del beneficiario y de su salida del de la víctima. En 
esta oportunidad se tendrá en cuenta el valor certificado por la 
Corporación Colegio Nacional de Abogados – Conalbos”. (Consejo de 
Estado, Consejero ponente: Dr. Ramiro Pazos Guerrero, del 30 de 
noviembre de 2017, radicación No. 44001-23-31-000-2009-00079-
01(45081), actor: Yiseth Bivian Oñate Perpiñan y otros, demandado: 
nación - fiscalía general de la nación y otros). 

Lo anterior por cuanto es deber de los abogados litigantes dar cumplimiento a 
lo dispuesto en el artículo 392 del Estatuto Tributario, respecto a los honorarios 
recibidos, para acreditar que no son evasores, razón por la cual, no hay lugar 
a su reconocimiento. 

Perjuicios para los nietos. 

En el presente caso la parte actora reclama perjuicios morales para sus nietos y en 
relación con el perjuicio moral, el Consejo de Estado ha señalado que este tipo de daño 
se presume en los grados de parentesco cercanos, puesto que la familia constituye el 
eje central de la sociedad en los términos definidos en el artículo 42 de la Carta Política 

Frente a la pretensión indemnizatoria de los sobrinos del demandante el H. Consejo 
de Estado, en sentencia de unificación Radicación número: 05001-23-31-000-2001-
00799-01(36460), no reconoce perjuicios morales a favor de sobrinos de la víctima, ya 
que respecto de los mismos no opera la presunción de aflicción que ha trazado la 
jurisprudencia de esa Corporación. Jurisprudencia que es aplicable a los nietos, por lo 
que no hay lugar al reconocimiento de dicho perjuicio moral. 
 
Pruebas de la Rama Judicial 
 
Respecto a la carga de la prueba el Consejo de Estado, ha expresado: 
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“CARGA DE LA PRUEBA - Naturaleza / CARGA DE LA PRUEBA - Regla de conducta 
del juez / CARGA DE LA PRUEBA - Principio de autorresponsabilidad El concepto de 
carga de la prueba se convierte en (i) una regla de conducta para el juez, en virtud de 
la cual se encontrará en condiciones de proferir fallo de fondo incluso cuando falte en 
el encuadernamiento la prueba del hecho que sirve de presupuesto a la norma jurídica 
que debe aplicar y, al mismo tiempo, (ii) en un principio de autorresponsabilidad para 
las partes, derivado de la actividad probatoria que desplieguen en el proceso, pues si 
bien disponen de libertad para aportar, o no, la prueba de los hechos que las benefician 
y/o la contraprueba de aquellos que, habiendo siendo acreditados por el adversario en 
la litis, pueden perjudicarlas, las consecuencias desfavorables derivadas de su 
eventual inactividad probatoria corren por su cuenta y riesgo. En otros términos, «no 
existe un deber de probar, pero el no probar significa en la mayoría de los casos 
la derrota»; las reglas de la carga de la prueba sirven para establecer cuál de las 
partes tendrá que soportar el resultado desfavorable derivado de una actividad 
probatoria o de la falta de alegación o de una alegación incompleta, pues aunque 
el juez no disponga de todos los hechos cuyo conocimiento hubiera resultado 
necesario para fallar en uno u otro sentido, la prohibición de «non liquet»  le 
obliga a resolver, en todo caso. Es entonces cuando las reglas de la carga de la prueba 
le indicarán en cabeza de cuál de las partes recaía la obligación de haber acreditado 
un determinado hecho y, por consiguiente, a quién corresponderá adscribir, en la 
sentencia, las consecuencias desfavorables derivadas de su no demostración, pues 
dichas reglas, precisamente, permiten al fallador cumplir con su función de resolver el 
litigio cuando falta la prueba, sin tener que abstenerse de dirimir, de fondo, la cuestión, 
para no contrariar, con un pronunciamiento inhibitorio, los principios de economía 
procesal y de eficacia de la función jurisdiccional. En los procesos que cursan ante 
el Juez de lo Contencioso Administrativo, en que quien pretende determinado 
efecto jurídico debe acreditar los supuestos de hecho de las normas en que se 
ampara, luego, en general, corresponde la carga de la prueba de los hechos que 
sustentan sus pretensiones, en principio, al demandante, al paso que concierne 
al demandado demostrar los sucesos fácticos en los cuales basa sus 
excepciones o su estrategia de defensa. (Consejero ponente: MAURICIO 
FAJARDO GOMEZ Bogotá, D.C., febrero cuatro (04) de dos mil diez (2010) 
Radicación número: 70001-23-31-000-1995-05072-01(17720) Actor: ULISES 
MANUEL JULIO FRANCO Y OTROS Demandado: MUNICIPIO DE SANTIAGO DE 
TOLU Y OTROS). 

NOTA DE RELATORIA: Sobre carga de la prueba”, (Consejo de Estado, Sección 
Tercera, sentencias del 28 de octubre de 1976, MP. Jorge Valencia Arango; del 30 de 
junio de 1990, rad. 3510, MP. Antonio J. Irisarri Restrepo y del 16 de 2007, MP. Ruth 
Stella Correa Palacio; rad. 25000-23-25-000-2002-00025-02(AG)). 

 
6.- ANEXOS 

 

1.- Copia de la Resolución No. 5393 del 16 de agosto de 2017, por medio de la cual el 
Director Ejecutivo delega la función de Representación Judicial de la Nación -  Rama 
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Judicial en la Directora Administrativa de la División de Procesos de la Unidad de 
Asistencia Legal y Copia de la Resolución No. 7361 del 3 de noviembre de 2016 
mediante la cual se nombra en propiedad a la doctora BELSY YOHANA PUENTES 
DUARTE como Directora Administrativa de la División de Procesos de la Dirección 
Ejecutiva de Administración judicial y Acta de posesión del 30 de noviembre de 2016. 
 

7.- NOTIFICACIONES 

Ministerio Público: Procuradora Judicial Administrativa Dra. Zuly Maricela Ladino Roa: 
procjudadm187@procuraduria.gov.co 

Apoderado parte actora: Ulices Figueroa Rodríguez: correo: 
juriconsultar@hotmail.com, Cel: 314-2039279, 314-8855175.  

Fiscalía General de la Nación: jur.notificacionesjudiciales@fiscal ia.gov.co 

Las notificaciones personales las recibiré en la Unidad de Asistencia Legal de la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, Calle 72 No.7 - 96 Piso 8º. Tel. 3127011 
Ext. 705661 de Bogotá D.C. o en el buzón electrónico de notificaciones: Correo 
electrónico: notifdeaj@deaj.ramajudicial.gov.co o al mi correo institucional: 
jdazat@deaj,ramajudicial.gov.co  Celular: 320-4685184. 

 

De la Señora Juez,  

 

JESÚS GERARDO DAZA TIMANÁ 
C.C. No 10’539.319 de Popayán. 
T.P. No 43.870 del C. S. de la J. 
Correo: Jdazat@deaj.ramajudicial.gov.co 

 



 
 

Consejo Superior de la Judicatura 

 Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 
 
DEAJALO21-6813 
  
Bogotá D.C., martes, 21 de septiembre de 2021 
 
Señores 
JUZGADO 61 ADMINISTRATIVO BOGOTA 
Bogotá - Cundinamarca 
 
 
Asunto: Poder al doctor (a): JESUS GERARDO DAZA TIMANA 

Proceso No.   110013343061202100146-00 
Acción:   REPARACION DIRECTA  
Demandante:  ADRIANA PARRA CASTAÑO y OTROS 
Demandado: NACIÓN - RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  
 
BELSY YOHANA PUENTES DUARTE, mayor de edad, con domicilio en la ciudad de Bogotá 
D. C., identificada con cédula de ciudadanía No. 33.368.171 de Tunja, Directora Administrativa 
de la División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, en ejercicio de la función de representación judicial y extrajudicial que 
me fue delegada por el Director Ejecutivo de Administración Judicial mediante Resolución No. 
5393 de 16 de agosto de 2017, confiero poder especial, amplio y suficiente al doctor(a) JESUS 
GERARDO DAZA TIMANA abogado(a) de la División de Procesos de la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, con cédula de ciudadanía No. 10.539.319 y Tarjeta Profesional No. 
43.870, para que asuma la representación y defensa de la Nación – Rama Judicial, en el proceso 
de la referencia.    
 
El (la) apoderado(a) queda facultado(a) para conciliar, desistir, sustituir, en todas las etapas 
administrativas y judiciales, así como realizar todo cuanto sea necesario para cumplir 
debidamente este mandato, exceptuando únicamente la facultad de recibir. 
 
Sírvase reconocerle personería. 
 
 
 
BELSY YOHANA PUENTES DUARTE 
C. C. No. 33.368.171 de Tunja 
Directora Administrativa División de Procesos 
 

Acepto: 
                                           
       

JESUS GERARDO DAZA TIMANA 
C.C. 10.539.319 de Popayán 

      T.P. No. 43.870 del C.S. de la J.  
jdazat@deaj.ramajudicial.gov.co 
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co 

  
Iniciales de quien elabora: DCRM 
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